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1. 	 LOS IMPUESTOS DE SALIDA SOBRE LAS PERSONAS FÍSICAS EN EL
ORDENAMIENTO ESPAÑOL. 
1.1. El artículo 8.2 LIRPF: traslado de residencia a un paraíso fiscal
Una primera medida cuya aplicación podría cuestionarse, a raíz de las indeseables consecuencias 
que de ella se derivan en relación con el Derecho europeo, sería el régimen de extensión de la resi­
dencia fiscal contemplado en el artículo 8.2 LIRPF. En virtud de esta cláusula anti-abuso, constitutiva 
de una modalidad de impuesto a la emigración conocida en la práctica internacional como trailing tax
o unlimited extended tax liability, se sigue considerando residentes en territorio español a las perso­
nas físicas de nacionalidad española que trasladen su residencia a un paraíso fiscal, durante el per­
íodo impositivo en el que se efectúe dicho cambio y los cuatro ejercicios siguientes. 
Nótese que la misma se configura como una extensión del poder de sujeción de manera ilimitada en
cuanto al tipo de renta, aunque limitada en su ámbito de aplicación respecto a los nacionales españo­
les y cuando el cambio de residencia se realice a un paraíso fiscal. Es precisamente en relación con
este último extremo donde la doctrina mayoritaria ha subrayado que el artículo 8. 2 LIRPF podría lle­
gar a contravenir la jurisprudencia del TJUE sobre la libertad de circulación en el caso de paraísos 
fiscales ubicados en la UE, o incluso en el EEE. 
Frente a estos autores, que abogan por vaciar de contenido la norma, Guerra Reguera afirma la con­
formidad del artículo 8. 2 LIRPF a los postulados europeos. En su opinión, la jurisprudencia aludida
fue concebida respecto a situaciones que nada tienen que ver con los paraísos fiscales, “de modo
que difícilmente podrá ser invocada para enjuiciar normas que sólo justifican su heterodoxia en el
hecho de haber sido concebidas para hacer frente a la singular fisonomía de estos territorios”1. 
Desde nuestra perspectiva, la clave estriba en que al no tratarse de una presunción, sino de una fic­
ción legal que conlleva la extensión del poder de sujeción como medida anti-elusión, no cabe prueba 
en contrario. O, si se prefiere, en lugar de articularse como una presunción iuris tantum, se diseña
como una presunción iuris et de iure, extremo éste en el que radica su carácter controvertido, toda
vez que no permite al contribuyente demostrar que el cambio de residencia es real y que responde a 
motivos válidos, ya sean éstos económicos, laborales, personales o de otra índole. Ello equivale a
decir, que lejos de arbitrarse con el fin de evitar montajes abusivos o puramente artificiales (U-turns, 
round trips), asistimos a la aplicación de una presunción absoluta de evasión fiscal, en la medida en
que se proyecta sobre toda operación de cambio de residencia a un paraíso fiscal2. 
Manifestamos, pues, nuestro desacuerdo con la estructuración de esta cláusula que, pese a no inte­
grar un impuesto de salida en sentido estricto, ya que a resultas de la misma no se devenga un tributo
sobre el aumento de valor de activos no realizados, dista mucho de poder ser considerada acorde
con las libertades europeas3; y, en la medida en que se aplique a traslados de residencia al territorio
1  GUERRA REGUERA, M.: “Los impuestos de salida (exit taxes) en el ámbito de la Unión Europea”, en VVAA: Armonización y
coordinación fiscal en la Unión Europea. Situación actual y posibles líneas de reforma, Centro de Estudios Financieros, Madrid,
2010, págs. 8 y 9.
2 La previsión del artículo 8. 2 LIRPF resulta atemperada por la Disposición Adicional vigésimo primera de la misma Ley, en el
supuesto de trabajadores asalariados residentes en el Principado de Andorra. 
3 En idéntico sentido VILLAR EZCURRA, M.: “STJCE 7.9.2006, N y Inspecteur van de Belastingdiesnst Oost/kantoor Almelo, C­
470/04: Libre circulación de personas-artículo 18 CE-Libertad de establecimiento-artículo 43 CE-Fiscalidad directa-Tributación de 































   
 
 








de Estados miembros de la UE o del AEEE, calificados como paraísos fiscales, podría significar a 
medio o corto plazo la iniciación de un nuevo procedimiento de infracción por parte de la Comisión
europea contra España.
1.2. 	 El artículo 14.3 LIRPF: cambio de residencia y rentas pendientes de imputación.
Valoración a la luz de la Sentencia del Tribunal de Justicia de la UE de 12 de julio de 2012
Con fecha 12 de julio de 2012, el Tribunal de Justicia se pronunció sobre la demanda interpuesta
contra España por parte de la Comisión europea, y declaró contrario al ordenamiento europeo –pero
no al Acuerdo EEE– el artículo 14. 3 LIRPF, culminando así en condena el procedimiento de infrac­
ción en materia de imposición de salida sobre personas físicas en el que estábamos incursos4. 
Tras desoír el Estado español tanto el requerimiento formal de la Comisión europea, como el dicta­
men motivado, enviados respectivamente el 29 de febrero y el 17 de octubre de 2008, al objeto de
que la legislación española se adaptara a la doctrina emanada del TJUE, la Comisión interpuso el 15 
de julio de 2009 la correspondiente demanda ante el Tribunal de Justicia.  
La norma cuestionada es el criterio de imputación temporal de rentas contenido en el artículo 14. 3 
LIRPF que, como es sabido, prevé una regla especial para los supuestos de cambio de residencia del
contribuyente al extranjero, que excepciona tanto la regla general cuanto la regla especial previstas 
en los apartados 1 y 2 del mismo precepto. En particular, el artículo 14. 3 LIRPF dispone la obligato­
riedad, cuando el contribuyente pierda tal condición por cambio de residencia, de integrar todas las 
rentas pendientes de imputación en la base imponible correspondiente al último período impositivo
que deba declararse por este impuesto, practicándose, si procediera, autoliquidación complementaria,
sin sanción ni intereses de demora, ni recargo alguno.
Ciñéndonos al caso de las ganancias patrimoniales derivadas de la enajenación de activos, resulta
innegable la similitud entre esta cláusula y los impuestos a la emigración concebidos como protective
measures –no como cláusulas anti-abuso–, a imagen y semejanza del exit tax neerlandés examinado
por el Tribunal de Luxemburgo en el Caso N. Las consecuencias restrictivas que implica la aplicación 
del artículo 14.3 LIRPF son obvias, sobre todo si se aprecia que de no producirse el cambio de resi­
dencia señalado, dichas ganancias no se integrarían en la autoliquidación del contribuyente hasta que
concurriera el presupuesto de la correspondiente regla de imputación. 
Creemos importante matizar, no obstante, que esta medida especial de imputación temporal de ren­
tas no puede ser calificada, a nuestro juicio, ni como un impuesto de salida stricto sensu, ni como una
extensión del poder de sujeción (extended tax liability). No se trata de un exit tax porque la ley no
pretende hacer tributar el cambio de residencia5 respecto a rentas aún no obtenidas, pero generadas 
en el período en el que se tenía la condición de residente, sino que estamos ante rentas ya realizadas 
en territorio español que, sin embargo, por la aplicación de otros criterios de imputación temporal,
están pendientes de tributación.  
Tampoco nos hallamos ante una extensión del poder de sujeción o trailing tax. Y ello es así porque la
persona física será o no residente en territorio español de acuerdo con los criterios de territorialidad o
de intereses económicos recogidos en la LIRPF; cuando abandone la residencia en España, el artícu­
lo 14.3 LIRPF no le obliga a tributar como si todavía fuera residente, sino que a través del mismo se
le exige la tributación de aquello que tuviera pendiente con el Estado de la emigración, y que sólo se
producirá cuando en algún período hubiera utilizado un criterio temporal de imputación que le hubiera
plusvalías ficticias procedentes de una participación sustancial en caso de traslado de domicilio fiscal a otro Estado miembro”, en 
VVAA: Comentarios de jurisprudencia tributaria del TJCE (Años 2006-2007), Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 2008 (consul­
tado en www.ief.es/documentos/recursos/publicaciones/fiscalidad_internacional/comentarios/2006_07Sep_Villar.pdf, pág. 6). 
MARTÍN JIMÉNEZ, A., y CALDERÓN CARRERO, J. M.: “Los impuestos de salida y el Derecho Comunitario Europeo a la luz de la
legislación española”, en Crónica Tributaria, núm. 125, 2007, pág. 52. 
4  STJCE de 12-julio-2012, Asunto C-269/09, Comisión Europea contra Reino de España. 
5  SANZ CLAVIJO, A.: “¿Constituye el artículo 14.3 LIRPF (y concordantes) una medida de imposición de salida?”, en Impuestos, 
núm. 9, 2009, pág. 21, y “The European Commission’s infringement cases about Spanish exit taxes provisions for individuals 
and companies”, en Intertax, vol. 38, núms. 6-7, 2010, pág. 375. En la misma dirección: MARTÍN JIMÉNEZ, A., y CALDERÓN CA­
RRERO, J. M.: “Los impuestos...”, ob. cit., pág. 51. RUIZ ALMENDRAL, V.: “La tributación del no residente comunitario: entre la
armonización fiscal y el Derecho Tributario Internacional”, EUI Working Papers LAW 2008/25 (Fiesole, 2008), pág. 29. DE JUAN
CASADEVALL, J.: “El exit tax en el Derecho español: una perspectiva comunitaria”, en Impuestos, núm. 11, 2010, pág. 16. 
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permitido diferir el gravamen de unas rentas ya devengadas6. Constituye esta medida, en definitiva, 
una figura no encuadrable dentro del organigrama de los impuestos a la emigración pero que, tanto 
por tomar como referencia el cambio de residencia, como por los efectos negativos equivalentes que
conlleva su aplicación, presenta notable afinidad con los impuestos de salida, debiendo analizarse su
compatibilidad con la libertad de establecimiento consagrada en el TFUE.
Si tenemos presentes los razonamientos del TJUE en los Asuntos de Lasteyrie, N y Comisión contra
Bélgica, llegamos pronto a la conclusión de que el artículo 14. 3 LIRPF, mediante la anticipación del
pago de impuestos a causa del cambio de residencia operado, no impide el ejercicio de la libertad de
circulación pero puede disuadir o restringir el ejercicio de dicha libertad comunitaria en el ámbito de la
UE y del AEE, con independencia de que el Estado de la inmigración sea considerado como paraíso 
fiscal7. Dicha tributación inmediata se traduce en un tratamiento dispar en comparación con los con­
tribuyentes, incursos en una situación comparable, que mantienen su residencia en territorio español,
dado que éstos continuarán beneficiándose del diferimiento de pago sin necesidad de constituir ga­
rantía alguna.
La discriminación se aprecia con mayor claridad cuando examinamos las normas reglamentarias que
desarrollan el artículo 14. 3 LIRPF y que, aparte de imposibilitar el diferimiento previsto en el artículo 
14.2.d) LIRPF, someten a los contribuyentes que trasladan su residencia al extranjero a condiciones 
más gravosas en orden a solicitar el fraccionamiento de pago. A la obligación de presentar la corres­
pondiente autoliquidación, en el plazo de tres meses a contar desde la fecha del cambio de residen­
cia, se añade la necesidad de ofrecer garantía en forma de aval solidario de entidad de crédito o
sociedad de garantía recíproca o certificado de seguro de caución, según el artículo 63 RIRPF, todo
lo cual sitúa esta regulación en un terreno muy próximo al de la medida neerlandesa a la emigración
declarada contraria al ordenamiento europeo por el TJUE en el Caso N. 
En el asunto que examinamos, el Tribunal de Justicia reitera su postura y declara que “aun cuando el
artículo 14, apartado 3 de la Ley 35/2006 no prohíbe a un contribuyente con domicilio en España
ejercer su derecho a la libre circulación, (...), puede restringir el ejercicio de tal derecho, al tener,
cuando menos, un efecto disuasorio para los contribuyentes que pretendan instalarse en otro Estado
miembro”8. Y añade que “esta diferencia de trato puede resultar desfavorable, en el aspecto financie­
ro, para aquellas personas que trasladan su residencia al extranjero, (...)”9. 
Aunque la regulación controvertida se refiere únicamente a la imposición de rentas ya devengadas y
sujetas a gravamen, de modo que no se exige al contribuyente un impuesto adicional cuando traslada 
su residencia, sino que sólo se le priva de la ventaja que suponen las facilidades de pago de su deu­
da tributaria; no es menos cierto que la pérdida de tal ventaja constituye una desventaja manifiesta en
términos de tesorería10. A este respecto, tal y como se dispone en el apartado 59 de la Sentencia, “el 
Tribunal de Justicia ha declarado en reiteradas ocasiones que excluir una ventaja de tesorería en una
situación con elementos transfronterizos mientras que se acepta en una situación equivalente sin 
tales elementos constituye una restricción de la libertad de establecimiento”.
Constatada la posible existencia de una restricción a la libertad de establecimiento como consecuen­
cia de la aplicación del artículo 14.3 LIRPF, en la medida en que tal diferencia de trato no se explica
en el presente caso por una diferencia objetiva de situación (al contrario, las situaciones de quienes
trasladan su residencia, ya sea dentro o fuera del territorio español, presentan carácter comparable);
el Tribunal pasa a dilucidar si dicha medida restrictiva es, empero, admisible, por perseguir un objeti­
vo de interés general, ser adecuada para garantizar la obtención de éste y no ir más allá de lo nece­
sario para alcanzar el objetivo perseguido. 
Las razones imperiosas de interés general aducidas por España y los Estados miembros intervinien­
tes en el procedimiento son: la recaudación eficaz de los impuestos, el reparto equilibrado de la po­
testad tributaria entre los Estados miembros y la necesidad de garantizar la coherencia del sistema 
6  BAYONA GIMÉNEZ, J. J., y NAVARRO FAURE, A.: “Informe nacional español”, en Cahiers de Droit Fiscal International, vol. 87. b, 
2002, Oslo, Congress of the International Fiscal Association, Kluwer Law International, pág. 487.
7  MARTÍN JIMÉNEZ, A., y CALDERÓN CARRERO, J. M.: “Los impuestos (...)”, ob. cit., pág. 51.
8  Apartado 56 de la Sentencia. 
9 Apartado 57 de la Sentencia, donde el Tribunal se remite, por analogía, a los apartados 46 y 35, de las Sentencias de Las­
teyrie y N, respectivamente. 
10  Apartados 58 y 59 de la Sentencia. 
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tributario. Pues bien, el Tribunal rechaza todos y cada uno de estos motivos, como posibles causas
de justificación de la restricción operada por el artículo 14.3 LIRPF.
En el primer caso, frente a la alegación española relativa a que el precepto se orienta a “evitar el diferi­
miento en la imputación de las rentas ya devengadas por aquellos contribuyentes que, por el hecho de 
dejar de residir en el territorio nacional, quedan desvinculados por completo de la Administración tributa­
ria de dicho Estado miembro, lo que impide o hace más difícil, tanto por razones jurídicas como de or­
den práctico, la recaudación del impuesto”11; el Alto Tribunal recuerda la existencia de mecanismos de 
cooperación interestatal a estos efectos y subraya, contrariamente a lo manifestado por los Estados 
miembros personados en la causa, el carácter suficiente de dichos medios de asistencia mutua e inter­
cambio de información a fin de lograr, por parte del Estado acreedor, la satisfacción de su crédito. 
Especial importancia reviste, en este sentido, el apartado 72 de la Sentencia analizada, donde el Tri­
bunal señala que “no cabe excluir que los instrumentos de cooperación (...) no siempre funcionen en 
la práctica de manera satisfactoria y sin fricciones. Sin embargo, los Estados miembros no pueden 
deducir legítimamente de las eventuales dificultades con las que se encuentren para recabar la infor­
mación requerida, ni de las deficiencias que pudieran existir en la cooperación entre sus respectivas 
Administraciones tributarias, una justificación para restringir las libertades fundamentales garantiza­
das por el Tratado”.
Tampoco considera el Tribunal que la normativa española pueda justificarse por la necesidad de pre­
servar el reparto equilibrado de la potestad tributaria entre los Estados miembros. Como es sabido,
según jurisprudencia reiterada, tal principio de territorialidad fiscal, asociado a un componente tempo­
ral (el domicilio fiscal del contribuyente en el territorio nacional durante el período en el que se han 
generado las plusvalías latentes), facultaría en principio a un Estado miembro para gravar dichas
ganancias en la fecha de la emigración del contribuyente. Este argumento adquiere si cabe mayor 
relevancia en el caso de autos, puesto que la legislación discutida se dirige a gravar rentas ya deven­
gadas, y no plusvalías latentes. Así, como advierte el Tribunal, “cuando un contribuyente traslada su
residencia a otro Estado miembro, el Reino de España no pierde su potestad tributaria en relación
con las actividades ya realizadas en su territorio y, por tanto, no ha de renunciar a su facultad de de­
terminar la cuota del impuesto que corresponda”12. 
Ahora bien, partiendo de que lo que se cuestiona en el presente asunto no es la determinación de la
deuda tributaria en el momento del traslado de residencia, sino la recaudación inmediata de ésta, 
España no ha demostrado, según el Tribunal de Luxemburgo, que “en un supuesto en que no existe
conflicto entre la potestad tributaria del Estado de origen y la del Estado de acogida, se encuentre
frente a un problema de doble imposición o ante una situación en la que los contribuyentes (...) pudie­
ran eludir totalmente el impuesto, lo que podría justificar la aplicación de una medida como la contro­
vertida, en aras del objetivo consistente en garantizar el reparto equilibrado del poder tributario”13. 
Desde nuestro prisma, no obstante todo lo expuesto, la finalidad pretendida por dicha regla especial de
imputación temporal es la lucha contra la evasión fiscal y, señaladamente, contra los cambios ficticios 
de residencia, como se reconoció durante el procedimiento legislativo para su aprobación ante el Par­
lamento español. Se pretende garantizar el crédito tributario generado contra un determinado sujeto
que, por razón de su cambio de residencia, podría escapar del ejercicio del poder tributario español. 
Ello refuerza nuestro punto de vista sobre el carácter no ajustado de la norma respecto a los dictados
europeos, toda vez que pone de manifiesto, por un lado, la práctica coincidencia con el fin perseguido por 
el exit tax francés y que fue rechazado de plano por el TJUE (en el bien entendido de que no todo cambio
de residencia implica necesariamente una elusión fiscal); y, por otro lado, su lejanía respecto del argu­
mento considerado legítimo por el Alto Tribunal al hilo del Caso N, consistente en la distribución del poder
tributario entre jurisdicciones a la que se orientaba teleológicamente el impuesto de salida neerlandés14. 
Finalmente, en cuanto a la tercera causa de justificación del artículo 14.3 LIRPF alegada por España, 
relativa a la necesidad de preservar la coherencia del sistema tributario nacional, el Tribunal destaca
11 Apartado 65 de la Sentencia, donde el Estado español se refiere asimismo a la dificultad de localizar al deudor del impuesto
en muchos de estos casos.
12  Apartado 79 de la Sentencia. 
13  Apartado 81 de la Sentencia. 
14  SANZ CLAVIJO, A.: “¿Constituye (...)”, ob. cit., pág. 23, y “The European (...)”, ob. cit., pág. 375.
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que el Estado español se limita a invocar dicho fin, “sin haber demostrado que en la legislación nacio­
nal controvertida exista una relación directa entre la ventaja fiscal que representa la posibilidad de 
imputar las rentas a diversos períodos impositivos, por una parte, y la compensación de dicha ventaja
mediante algún gravamen o tributo”15, motivo por el cual no puede admitirse que la norma debatida se 
halle justificada por la necesidad de preservar la coherencia del sistema tributario estatal.  
En este punto, España considera que la desaparición de la sujeción directa y efectiva que posibilita la
residencia del contribuyente en su territorio, justifica que éste quede desprovisto de la ventaja fiscal
consistente en la posibilidad de diferir el pago del impuesto; pero, como indica el Tribunal, no de­
muestra la existencia de una relación directa entre la ventaja fiscal y la compensación de dicha venta­
ja mediante un gravamen fiscal determinado.
Expuesto cuanto antecede y, como era de prever a la vista de los antecedentes jurisprudenciales en
esta sede, el Tribunal de Justicia declara que España, al no haber reformulado16 el artículo 14. 3 
LIRPF, ha incumplido las obligaciones que le incumben a la luz de la libertad de circulación de traba­
jadores y la libertad de establecimiento.
Si bien no albergábamos dudas respecto al signo de este pronunciamiento, pues tras las reiteradas
advertencias de la Comisión, el legislador español debería haber extendido con carácter general la
posibilidad de aplazamiento del pago prevista en el artículo 14. 2 LIRPF hasta la efectiva disposición
de los activos, y no limitarla exclusivamente a quienes conserven su residencia en España, eliminan­
do al mismo tiempo la exigencia de prestar garantía para obtener el mismo17; se ha de precisar que la
condena del Estado español es sólo parcial, en la medida en que el Tribunal sí admite la justificación
de la citada medida en el caso de que la emigración tenga por destino alguno de los Estados miem­
bros del Acuerdo EEE, a fin de garantizar la recaudación eficaz de las deudas tributarias.
El Alto Tribunal recoge así la argumentación esgrimida por España, con apoyo de Alemania y los 
Países Bajos que, en contra de la Comisión, subrayaban la inoperancia de la Directivas europeas 
atinentes al intercambio de información y asistencia mutua recaudatoria respecto a los Estados parte
en el Acuerdo EEE que no tienen la condición de Estados miembros de la UE. 
La ausencia de instrumento convencional alguno entre España, de una parte, y Noruega, Islandia y
Liechtenstein, respectivamente, comprensivo de una cláusula de asistencia mutua en la recaudación, 
que posibilite una cooperación efectiva entre las autoridades tributarias de dichos Estados en la hipó­
tesis de que el contribuyente traslade su residencia a uno de estos países, justifica, según el Tribunal
15  Apartado 87 de la Sentencia. 
16 En este sentido, Sanz Clavijo propuso una posible reformulación del artículo 14. 3 LIRPF, en los siguientes términos: “(i) El 
contribuyente que pierda tal condición por trasladar su residencia a otro Estado miembro deberá presentar una declaración, en
las condiciones que se fijen reglamentariamente, indicando los bienes y derechos de contenido económico que estuviesen
situados, que pudieran ejercitarse o que hubieran de cumplirse en territorio español, así como la valoración y modo de adquisi­
ción de los mismos. (ii) No obstante lo anterior, si se verifica que el contribuyente realiza o transmite alguno de estos bienes o
derechos en el plazo de dos meses –u otro período que se estime más razonable– desde que traslada su residencia a otro
Estado miembro, y que dentro del mismo plazo a contar desde la realización o transmisión vuelve a establecer su residencia en
España, la Administración Tributaria podrá gravar las rentas derivadas de la realización o transmisión de acuerdo con las nor­
mas del impuesto si el contribuyente no justifica un propósito válido de su traslado. (iii) En el momento en el que la Administra­
ción Tributaria española tenga conocimiento de la realización o transmisión de los bienes o derechos referidos anteriormente,
así como de la valoración y modo de enajenación de los mismos, procederá a la liquidación y recaudación de la deuda tributa­
ria que corresponda de acuerdo con el reparto entre Estados de la potestad impositiva sobre las rentas y con base en el princi­
pio de territorialidad.” Como complemento de ello, añade el autor que por vía reglamentaria podrían regularse los aspectos 
formales relativos, por ejemplo, a la presentación de la declaración, o a la ordenación de un procedimiento para la verificación 
de la realidad y propósito del cambio de residencia, etc. SANZ CLAVIJO, A.: “¿Constituye (...)”, ob. cit., pág. 28.
17 En opinión de MARTÍN JIMÉNEZ y CALDERÓN  CARRERO, manifestada con anterioridad a esta Sentencia, “la jurisprudencia
comunitaria en el Asunto N podría jugar en este supuesto, de manera que la regla de imputación especial motivada por el 
cambio de residencia debería poder quedar inaplicada operando las reglas generales del artículo 14 de la Ley 35/2006, sin
perjuicio de que el contribuyente se viera obligado a presentar una declaración (o incluir en su última autoliquidación) indicando
la existencia de rentas pendientes de imputación”. MARTÍN JIMÉNEZ, A., y CALDERÓN CARRERO, J. M.: “Los impuestos (...)”, ob.
cit., págs. 51 y 52. También en esta línea, SANZ CLAVIJO, A.: “¿Constituye (...)”, ob. cit., pág. 27. Por el contrario, RUIZ ALMEN­
DRAL discrepaba de este planteamiento, sosteniendo que: “Aunque se ha afirmado que esta norma produce efectos restrictivos 
contrarios al Derecho comunitario, por lo que debería ser inaplicada en todos los casos en los cuales el cambio de residencia
tenga lugar hacia un Estado miembro, creemos que es posible defender que el artículo 14.3 LIRPF es compatible con el orde­
namiento comunitario, al menos a la luz de la jurisprudencia contenida en el caso N, donde se convalida una determinada 
modalidad de impuestos de salida, declarando el tributo holandés en liza contrario al ordenamiento comunitario por la exigencia
de prestar garantía, no por su articulación jurídica sustantiva, que se estima conforme con el reparto de poder tributario en el 
contexto internacional.” RUIZ ALMENDRAL, V.: “La tributación (...)”, ob. cit., págs. 49 y 50. 













   
 













   
   
    
 




de Justicia, la adopción de la medida estudiada que, además, resultaría proporcionada18 para garanti­
zar dicho fin recaudatorio, ante la inexistencia de soluciones alternativas menos restrictivas de las 
libertades (libre circulación de trabajadores y libertad de establecimiento) contenidas en los artículos
28 y 31 del Acuerdo EEE. 
Fruto del pronunciamiento examinado, el artículo 14.3 LIRPF ha recibido nueva redacción, a través de la
Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que se adoptan diversas medidas tributarias dirigidas a la conso­
lidación de las finanzas públicas y al impulso de la actividad económica, con entrada en vigor el día de su
publicación19 y con efectos desde el 1 de enero de 2013. De este modo, al párrafo ya existente se adicio­
na el siguiente texto: “Cuando el traslado de residencia se produzca a otro Estado miembro de la Unión
Europea, el contribuyente podrá optar por imputar las rentas pendientes conforme a lo dispuesto en el
párrafo anterior, o por presentar a medida en que se vayan obteniendo cada una de las rentas pendien­
tes de imputación, una autoliquidación complementaria sin sanción, ni intereses de demora ni recargo
alguno, correspondiente al último período que deba declararse por este Impuesto. La autoliquidación se 
presentará en el plazo de declaración del período impositivo en el que hubiera correspondido imputar
dichas rentas en caso de no haberse producido la pérdida de la condición de contribuyente.”
1.3. 	 El artículo 88.3 TRLIS: plusvalías derivadas de operaciones societarias de fusión, 
escisión y absorción 
El artículo 88 TRLIS regula el régimen sustantivo de tributación de los socios en las operaciones de
fusión, absorción y escisión total o parcial en el ámbito societario, planteando serias dudas de compa­
tibilidad con las libertades fundamentales del TFUE por lo que concierne a la regla especial estableci­
da en su apartado tercero. Con carácter general, el precepto aborda los casos en los que un sujeto,
tras producirse la fusión, absorción o escisión de sociedades, recibe de la entidad adquirente una
serie de participaciones con un valor superior al de las acciones aportadas en la operación.  
En este supuesto, se establece que las nuevas acciones recibidas conservarán el valor de las aporta­
das y su misma antigüedad; es decir, se articula un régimen de diferimiento de la tributación, en el
bien entendido de que cuando se transmitan en el futuro estas acciones, la ganancia patrimonial se
determinará sobre la base del valor de adquisición y la antigüedad de las originarias. O lo que es
igual, mientras no se transmitan los títulos, la plusvalía se encuentra en estado de latencia. 
Frente al diferimiento de la tributación de las ganancias patrimoniales obtenidas por un socio –persona
física–, fruto de una operación de reestructuración empresarial, que se erige en la regla general, el 
artículo 88.3 TRLIS obliga a los socios que abandonan su residencia en territorio español a integrar en
la base imponible del período impositivo en que se produce dicho cambio, la diferencia entre el valor 
normal de mercado (en el momento del traslado) de las acciones o participaciones recibidas en la ope­
ración, y el valor que a efectos fiscales ostenten dichos activos, previa corrección, en su caso, en el 
importe de las minusvalías que hayan sido fiscalmente deducibles.
El fundamento de la citada norma estriba en el hecho de que la pérdida de la residencia en España por 
parte del socio, deslegitimaría a la Administración Tributaria española para gravar los incrementos de
patrimonio cuya tributación se difirió; sin embargo, debe reseñarse que el artículo 88.3 TRLIS no sólo 
impone la integración de la base imponible diferida que se originó en el momento de la reestructuración
empresarial, sino también de la renta generada posteriormente en el caso de una eventual revalorización
de los títulos20. Aun cuando la disposición mencionada permite al socio que pierde la condición de resi­
dente en España, aplazar el pago de la deuda correspondiente hasta la efectiva transmisión de los valores 
que obtuvo en la operación de reestructuración empresarial, dicho aplazamiento queda sujeto a la precep­
tiva constitución de la oportuna garantía, sin que además se excluya el devengo de intereses de demora.
Enlazando con la jurisprudencia del TJUE, observamos no pocos elementos comunes entre la pre­
sente norma y los impuestos de salida francés y neerlandés declarados incompatibles con el ordena­
18  Apartados 99 y 100 de la Sentencia.
19 BOE de 28 de diciembre de 2012. 
20  MARTÍN JIMÉNEZ, A., y CALDERÓN CARRERO, J. M.: “Los impuestos (...)”, ob. cit., pág. 54. Como destacan estos autores, dicha 
previsión normativa no encaja exactamente con lo dispuesto en el artículo 14. 3 LIRPF, ya analizado. Este dato, unido a la
circunstancia de que estamos ante una reestructuración empresarial amparada en la existencia de motivos económicos váli­
dos, imposibilita, a su parecer, buscar su justificación en la cláusula antiabuso del artículo 11 de la Directiva de Fusiones, tal y 
como se detalla en la siguiente nota a pie de nuestro trabajo. 
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miento europeo, especialmente en lo que atañe a su fundamento21 y a la necesidad de prestar garant­
ía para la concesión del aplazamiento. Ni la pérdida de ingresos tributarios, ni el control tributario o el
riesgo de evasión fiscal pueden justificar, según el Alto Tribunal, esta anticipación no ya de la renta
diferida, sino también de la generada con posterioridad a la reestructuración, en la hipótesis de mi­
gración del socio persona física dentro del territorio europeo.
Tal constatación nos lleva a sugerir la conveniente rectificación legislativa de dicha regla, en línea con lo
señalado respecto al artículo 14.3 LIRPF, posibilitando el aplazamiento automático de la deuda en estos
casos sin exigencia alguna de ulteriores requisitos. Sólo de este modo, a nuestro juicio, puede acompa­
sarse el artículo 88. 3 TRLIS, como situación fronteriza a la imposición de salida sobre las personas 
físicas, a los principios y garantías europeos tal y como han sido interpretados por el TJUE. 
2. 	 LOS IMPUESTOS DE SALIDA SOBRE LAS PERSONAS JURÍDICAS EN EL
ORDENAMIENTO ESPAÑOL 
2.1. 	 El artículo 17.1 TRLIS. Análisis crítico tras la Sentencia del Tribunal de Justicia de la 
UE de 25 de abril de 2013
Para analizar si en el ordenamiento jurídico español existe algún impuesto de salida sobre las socie­
dades que se repute contrario al ordenamiento europeo, se requiere efectuar una lectura conjunta,
además del artículo 93.1 de la Ley 3/2009, de 3 de abril, de los artículos 8, 17.1 y 26.2 TRLIS. 
La primera de estas normas considera residente en territorio español a toda sociedad que se haya
constituido conforme a las leyes de nuestro país, o que tenga su domicilio o sede de dirección efecti­
va en España. Por su parte, el artículo 26.2 TRLIS declara finalizado el período impositivo de las so­
ciedades residentes en el momento en el que se opere su cambio de residencia al extranjero. Pues
bien, precisamente en este supuesto, el artículo 17.1.a) del mismo cuerpo legal obliga a integrar en la 
base imponible la diferencia entre el valor normal de mercado y el valor contable de los elementos
patrimoniales que sean propiedad de la entidad residente en España, excepto cuando tales elemen­
tos queden afectados a un establecimiento permanente de dicha sociedad sito en territorio español.
El análisis de esta cláusula nos conduce de nuevo ante la debatida naturaleza de los impuestos de sali­
da. Si la medida española se considera una cláusula anti-abuso en sentido estricto, el impuesto de salida 
sería claramente desproporcionado, conforme a la doctrina jurisprudencial sentada en de Lasteyrie, pues
lejos de proyectarse tan sólo sobre los supuestos de U-turn, se aplicaría también a los ejercicios legítimos 
de la libertad de establecimiento. Si por el contrario, como parece imponerse en la actualidad, se entien­
de que la imposición de salida se fundamenta en el propósito de lograr el equilibrio en el reparto de la 
potestad tributaria, los impuestos de salida aparecerían como el corolario evidente del sistema escogido. 
Con independencia de ello, huelga subrayar que son muchas las voces que han denostado tal pre­
cepto22, criticando su efecto desincentivador23, e incluso penalizador24, en la medida en que provoca 
21 Como han observado MARTÍN JIMÉNEZ y CALDERÓN CARRERO, el gravamen contenido en el artículo 88.3 TRLIS tampoco puede
justificarse con base en la Directiva de Fusiones (Directiva 90/434/CEE), por dos motivos: “a) La regla de diferimiento de la tributa­
ción prevista en el artículo 8 de la Directiva de Fusiones establece que la atribución, con motivo de una operación de reestructura­
ción empresarial protegida, de títulos representativos de capital social de una sociedad implicada en tal operación «no dará lugar,
por sí misma, a la aplicación de impuesto alguno sobre las rentas, los beneficios o las plusvalías de dicho socio», (...); el único
supuesto donde tal gravamen (e inaplicación de la regla de diferimiento) estaría admitido sería en el caso de que resultara aplica­
ble el artículo 11 de la Directiva de Fusiones, esto es, su cláusula antiabuso; sin embargo, entendemos que esta última está confi­
gurada para atacar supuestos de rule shopping, esto es, supuestos donde el único fin de la operación de reestructuración
empresarial es obtener un ahorro impositivo o ventaja fiscal, de manera que la circunstancia de que un socio cambie de residencia
fiscal en el marco de una operación de reestructuración empresarial (con motivo económico válido) no debería poder suponer una
inaplicación de una regla material y sustantiva del régimen especial de fusiones (el art.8 de la Directiva de Fusiones), dado que tal 
cambio de residencia fiscal ni constituye una situación abusiva en sí misma, ni tampoco afecta materialmente al motivo económico 
válido de la reestructuración empresarial subyacente, y b) que la regla del artículo 88. 3 TRLIS, (...), no sólo afecta a la plusvalía
diferida sino también a la generada con posterioridad por el aumento de valor de los títulos tras la operación de reestructuración
empresarial.” MARTÍN JIMÉNEZ, A., y CALDERÓN CARRERO, J. M.: “Los impuestos (...)”, ob. cit., págs. 55 y 56.
22  GUERRA REGUERA, M.: "Los impuestos (...)", ob. cit., págs.10 y 11, donde afirma que en este caso –frente a lo que en su
opinión sucede en el ámbito de las personas físicas–, sí nos encontramos ante un verdadero impuesto de salida. 
23  VILLAR EZCURRA, M.: "STJCE 7.9.2006 (...)", ob. cit., págs.6 y 7.
24  DE JUAN CASADEVALL, J.: "El exit tax (...)", ob. cit., pág. 17.
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el devengo del tributo y la consiguiente obligación de declarar unas rentas, que en ningún caso se
exigirían de forma inmediata si la sociedad continuara residiendo en España. 
Ahora bien, en nuestra opinión, el quid de la cuestión estriba en discernir que el artículo 17. 1. a) 
TRLIS, en contra de lo que a priori pudiera pensarse, no establece un impuesto de salida con carácter 
general y en todos los supuestos de cambio de residencia a otro Estado por parte de una sociedad 
residente en España25 sino que, interpretado de acuerdo con la jurisprudencia antedicha, sólo actuará
como verdadero exit tax cuando dicho traslado permita conservar a la entidad su personalidad jurídi­
ca, sin necesidad de liquidación y disolución.
De no ser así, cuando el Estado de la inmigración no posibilite que la entidad conserve su personali­
dad jurídica y el cambio de residencia comporte necesariamente su disolución y liquidación, el gra­
vamen aplicable sobre las potenciales ganancias patrimoniales no tendrá la consideración de
impuesto de salida sino que, antes al contrario, constituirá una consecuencia legal normal derivada de
la operación comercial de cambio de residencia a otro Estado26. No será entonces predicable la doc­
trina comunitaria sobre impuestos a la emigración, por encontrarnos en este caso extramuros de di­
cha problemática. 
Al margen de ello, es menester llamar asimismo la atención sobre las potenciales consecuencias 
negativas que, en contra del ordenamiento europeo, podría acarrear la ausencia de step-up o revalo­
rización en España. Nos referimos al caso de la entidad constituida en el extranjero que traslada su
sede de dirección efectiva a España y, posteriormente, cambia de nuevo su residencia a otro Estado
miembro, lo que determinaría la terminación del período impositivo y el devengo ad cautelam de las 
plusvalías todavía no realizadas. Como advierte un sector doctrinal27, en esta hipótesis se podría 
producir incluso una imposición "de entrada", puesto que al no producirse en dicho momento una 
revalorización fiscal de los activos contabilizados en el balance de la sociedad, podría aflorar una
plusvalía generada con anterioridad al traslado de la sede de dirección efectiva a España, que se
gravaría con ocasión del cierre del período impositivo que el artículo 17.1, en conjunción con el artícu­
lo 26.2 TRLIS, anuda al ulterior traslado de la entidad a un tercer Estado de la UE. 
Al no eliminarse la doble imposición y menoscabarse, al propio tiempo, la libertad de establecimiento, 
toda vez que la ausencia de revalorización en España desincentivaría los traslados de residencia de
sociedades extranjeras a territorio español, así como los posteriores cambios de residencia desde
España a otros Estados miembros, cabría cuestionar el carácter acorde de dicha falta de previsión en
la legislación española con arreglo al ordenamiento europeo.  
En definitiva, cabe afirmar que el artículo 17.1 TRLIS, contra el cual se ha dirigido el procedimiento de 
infracción28 instado por la Comisión europea que ha llevado de nuevo a nuestro país al punto de mira
del TJUE29 por posible incompatibilidad con el artículo 49 TFUE, sólo implica una medida impositiva
sobre la emigración de las sociedades en determinados supuestos. En concreto, únicamente cuando la
entidad pierda su residencia en España, los elementos del activo de la misma no se hallen afectos a un
establecimiento permanente radicado en territorio español y el traslado mencionado de la sede estatuta­
ria no acarree su disolución y liquidación, la regla diseñada en el artículo 17.1 TRLIS, en la medida en 
25 Como se ha subrayado, la traslación de la sede de dirección efectiva a otro Estado puede que sólo determine que la entidad
sea considerada residente en ambos Estados. En este supuesto, si existe un CDI español con el Estado de destino que prevé
la regla de solución del conflicto de doble residencia, a imagen y semejanza del artículo 4. 3 CM OCDE, su condición de enti­
dad doblemente residente, aunque pueda ser considerada residente en el Estado donde tenga su sede de dirección efectiva a
efectos de la aplicación del CDI, no desencadenará la aplicación del artículo 17. 1.a) TRLIS, y ello pese a que España pudiera 
estar perdiendo su jurisdicción sobre determinados rendimientos y, especialmente, plusvalías en relación con las cuales podría
estar justificada la exacción de un impuesto de salida. MARTÍN JIMÉNEZ, A., y CALDERÓN CARRERO, J. M.: “Los impuestos (...)”,
ob. cit., pág. 68.
26  MARTÍN JIMÉNEZ, A., y CALDERÓN CARRERO, J. M.: “Los impuestos (...)”, ob. cit., pág. 69; SANZ CLAVIJO, A.: “The European (...)”,
ob. cit., pág. 377.
27 MARTÍN JIMÉNEZ, A., y CALDERÓN CARRERO, J. M.: "Los impuestos (...)", ob. cit., pág. 70; DE JUAN CASADEVALL, J.: "El exit tax (...)",
ob. cit., pág.18.
28  European Commission press release IP/08/1813; Brussels, 27 November 2008.
29 European Commission press release IP/09/1460; Brussels, 8 October 2009. La modificación acometida por el legislador
español se consideró insuficiente y motivó el envío de un segundo dictamen por parte de la Comisión Europea el 18 de marzo
de 2010. En esta ocasión, España se negó a modificar de nuevo su normativa, a raíz de lo cual el asunto fue remitido al TJUE. 
European Commission press release IP/10/1565; Brussels, 24 November 2010. Asunto C-64/11, Comisión Europea contra
Reino de España (Diario Oficial de la Unión Europea C-113/8, de 9 de abril de 2011).
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que somete a imposición inmediata plusvalías latentes y, por tanto, ficticias, sin posibilidad de aplaza­
miento automático del pago y sin tener en cuenta las posibles pérdidas posteriores de valor de los acti­
vos, debe calificarse como un exit tax que conculca la libertad comunitaria de establecimiento. 
Entendemos, en esta línea de pensamiento, que a diferencia de lo que sucede en el ámbito español 
de impuestos de salida sobre las personas físicas, en el caso del artículo 17. 1 TRLIS el TJUE no
podrá emitir un pronunciamiento unívoco30, pues son diferentes las hipótesis sobre las que dicha
norma puede desplegar sus efectos, sin que en todo caso actúe como impuesto de salida restrictivo
en relación con el cual pueda predicarse la jurisprudencia europea. 
Y, en efecto, así se ha plasmado en la reciente STJUE de 25 de abril de 201331, al declararse que
España ha incumplido las obligaciones que le incumben en virtud del artículo 49 TFUE al adoptar el
artículo 17, apartado 1, letras a) y c) TRLIS, desestimándose el recurso en todo lo demás. 
El Alto Tribunal comienza declarando la inadmisibilidad del recurso por lo que respecta a la violación
del artículo 31 del Acuerdo EEE. Tal y como había defendido el Estado español, se considera que 
dicha imputación no es admisible, al no haber sido formulada en el escrito de requerimiento. Tanto 
éste como el dictamen motivado enviados por la Comisión europea al Estado miembro de que se 
trate, delimitan el objeto del litigio que, en consecuencia, ya no puede variarse.  
En cuanto al fondo del asunto, la Comisión reprocha a España la diferencia de trato fiscal de las plus­
valías latentes establecida en el artículo 17.1 TRLIS entre, por un lado, un traslado de actividades de
una sociedad a otro Estado miembro y, por otra parte, traslados similares dentro del territorio español, 
incluidos los efectuados al País Vasco y a Navarra. Según la Comisión, “cuando una sociedad de un
Estado miembro ejerce su derecho de libre establecimiento y traslada sus actividades del territorio
español a otro Estado miembro, ello no puede tener como consecuencia exponerla a una desventaja
de tesorería con respecto a las sociedades que no ejercen su libertad de establecimiento”.
En esta dirección, el Tribunal de Justicia recuerda que deben considerarse restricciones a la libertad de 
establecimiento todas las medidas que prohíban, obstaculicen o hagan menos interesante el ejercicio
de dicha libertad32. En el presente caso, el artículo 17.1.a) y c) TRLIS entraña restricciones a la liber­
tad de establecimiento, pues, si una sociedad española traslada su residencia a otro Estado miembro,
o transfiere total o parcialmente fuera de sus fronteras los activos de un establecimiento permanente
situado en territorio español, dicha sociedad resulta “económicamente penalizada” en comparación con
una sociedad similar que lleve a cabo idénticas operaciones dentro del territorio español; dado que en
este último caso, las plusvalías latentes derivadas no se integrarán en la base imponible del IS hasta 
que no se materialicen efectivamente. A juicio del Tribunal, esta diferencia de trato puede disuadir a 
una sociedad de trasladar sus actividades del territorio español al de otro Estado miembro. 
Constatada la diferencia de trato, procede examinar si la misma puede explicarse en base a una dife­
rencia objetiva de situación. En este sentido, mientras la situación de una sociedad que traslada su
domicilio social y su dirección efectiva a otro Estado miembro (letra a del precepto), o la de una enti­
dad que transfiere todo o parte de los activos de un establecimiento permanente español a otro Esta­
do miembro (letra c), es análoga, en lo que atañe a la tributación de las plusvalías generadas en el 
primer Estado miembro antes de dichas operaciones, a la de una sociedad que efectúa tales opera­
ciones dentro del territorio nacional; no cabe, sin embargo, afirmar lo mismo respecto al supuesto
contemplado en la letra b) del artículo 17.1 TRLIS.
En efecto, se establece en este último caso un gravamen sobre los elementos patrimoniales afectos a 
un establecimiento permanente que cesa su actividad; se trata, pues, de una situación que no es
consecuencia del traslado a otro Estado miembro de la residencia de una sociedad, o de la transfe­
rencia de activos de un establecimiento permanente situado en España, sino del cese de la actividad
de dicho establecimiento, por lo que no existe en esta hipótesis diferencia de trato alguna entre la 
situación contemplada en el artículo 49 TFUE y una situación puramente interna. 
Descartada la existencia de una restricción de la libertad de establecimiento en este último caso, el
Tribunal de Luxemburgo aborda la posible justificación de la restricción que suponen las letras a) y c) 
del artículo reseñado. En este punto, vuelve a reiterarse que no resulta desproporcionado que el Es­
30  SANZ CLAVIJO, A.: “The European (...)”, ob. cit., pág. 377.
31  STJUE de 25 de abril de 2013, Asunto C-64/11, Comisión Europea contra Reino de España. 
32  SSTJUE National Grid Indus, apartado 6, y Comisión contra Portugal, apartado 26.























   
















tado miembro de origen, con el fin de preservar el ejercicio de su competencia en materia tributaria,
liquide el impuesto que se adeuda por las plusvalías latentes generadas en su territorio en el momen­
to en el que se extingue su potestad tributaria respecto a la sociedad de que se trata, o en la fecha en
la que se transfieren al extranjero elementos patrimoniales inicialmente afectados a un establecimien­
to permanente situado en su territorio. Lo que deviene contrario al artículo 49 TFUE, es que tal exac­
ción se articule a través del cobro inmediato del gravamen en el momento de la salida de dicho 
territorio, cuando tal objetivo puede alcanzarse por parte del Estado español mediante cauces menos 
perjudiciales, como puede ser la asistencia mutua recaudatoria en el seno de la UE. 
Como era previsible, si bien con los matices que avanzábamos en líneas previas, el Tribunal de Justi­
cia condena al Estado español, al entender que las medidas de imposición de salida previstas en su
artículo 17. 1. a) y c) TRLIS van más allá de lo necesario para lograr dicho fin, resultando incompati­
bles con la libertad de establecimiento comunitaria.
2.2. El artículo 87.4 TRLIS y su cuestionable compatibilidad con el Derecho de la UE 
Al margen del estudio sobre el artículo 17. 1 TRLIS, pretendemos abordar ahora las discordancias 
respecto a la libertad de establecimiento que asimismo se pueden generar en el ámbito societario
español al hilo de otras medidas de imposición de salida, con el ánimo de ofrecer una completa visión
de la problemática que nos ocupa. 
El punto de partida podría situarse en la Comunicación de 2006 de la Comisión europea, en la que
ésta se mostró favorable a la extensión a las sociedades de la doctrina jurisprudencial comunitaria en
materia de impuestos de salida, recaída en aquel momento en de Lasteyrie y N; si bien –cabría añadir 
ahora– con las importantes novedades y matizaciones introducidas posteriormente, al hilo de National 
Grid Indus. También la mayor parte de la doctrina se posicionó en esta línea, aunque puntualizando 
que cuando las consideraciones vertidas en dichos casos se proyectasen sobre las entidades, dicha 
interpretación debería realizarse a la luz de las SSTJUE en el contexto societario (Daily Mail, Centros,
Überseering e Inspire Art).
De conformidad con tales pronunciamientos, cuando el traslado de la sede de dirección efectiva de­
termine la pérdida de personalidad jurídica en el ordenamiento de origen, nada impedirá que se exijan
los impuestos correspondientes como si de una disolución o liquidación se tratara. Adviértase, sin
embargo, que tales impuestos no constituirán exit taxes, “sino la consecuencia inherente al cambio de
lex societatis y la pérdida del estatuto de la sociedad de conformidad con el ordenamiento de consti­
tución, que imposibilitará la invocación de la libertad de establecimiento”33. 
La premisa anteriormente expuesta cuenta en la actualidad con el respaldo legislativo, por lo que a
nuestro país concierne, de la Ley 3/2009, de 3 de abril (en adelante, Ley 3/2009), reguladora de las 
modificaciones estructurales de las sociedades y que, en su artículo 93.1, dispone expresamente que 
el cambio de domicilio al extranjero de una entidad constituida con arreglo al Derecho español sólo
podrá realizarse si el Estado de destino permite el mantenimiento de su personalidad jurídica, o lo
que es igual, si tal traslado no conlleva necesariamente su liquidación y disolución. 
Conviene resaltar, por otro lado, que la aplicación del artículo 17.1.a) TRLIS en el ámbito específico de 
las operaciones de reestructuración empresarial, se lleva a cabo mediante los artículos 87. 4 y 88. 3 
–este último ya comentado– TRLIS, que no sólo generan puntos de fricción con la libertad de estable­
cimiento del artículo 49 TFUE, sino también una anómala excepción al régimen de neutralidad fiscal
previsto en la Directiva de fusiones34. 
En efecto, conforme al artículo 87.4 TRLIS, en el caso de canje de valores, la pérdida de la condición
de residente en España por parte del socio, implica la integración en la base imponible del IRPF o del
33  MARTÍN JIMÉNEZ, A., y CALDERÓN CARRERO, J. M.: “Los impuestos (...)”, ob. cit., págs.63 y 64, donde añaden que “paradóji­
camente, (...), los efectos de la jurisprudencia Lasteyrie o N son mayores en relación con aquellos Estados que sigan un siste­
ma de incorporación en el que el traslado de la sede de dirección (...) a otro Estado no tenga ninguna consecuencia en
términos de continuación de la personalidad jurídica de la sociedad constituida de acuerdo con su ordenamiento, que para
Estados que vinculen la continuación de la personalidad al hecho de que la sede de dirección efectiva (...) o el domicilio social 
continúen en su territorio. Sin duda, es una consecuencia paradójica, pero necesaria en un sistema de reconocimiento mutuo 
de sociedades que admite, tras Daily Mail, los criterios del Estado de origen de la sociedad”.  
34  DE JUAN CASADEVALL, J.: “El exit tax (...)”, ob. cit., pág.18.
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IS del período impositivo en que se produzca esta circunstancia, de la diferencia entre el valor normal
de mercado de las acciones o participaciones y el valor contable, salvo que el contribuyente aplace la
tributación de la plusvalía, previa garantía de pago de la deuda tributaria, hasta el momento en el que
se transmitan los citados valores.
En cuanto a la relación existente entre los artículos 87.4 y 88.3 TRLIS, con el artículo 17.1 del mismo
cuerpo legal, se ha defendido que los primeros se erigen en normas especiales respecto al segundo,
pues, aunque todos prevén idéntico efecto (la integración en la base imponible de las plusvalías co­
rrespondientes a los títulos que se beneficiaron del régimen especial), los primeros añaden la posibili­
dad de aplazar el impuesto si se prestan las oportunas garantías35. 
En síntesis, creemos que los artículos 87.4 y 88.3 TRLIS arbitran medidas cercanas a los impuestos 
de salida, cuya compatibilidad con los principios y libertades fundamentales del TFUE resulta muy
discutible; y ello a pesar de la posible suspensión de pago que contemplan, siempre con aportación
de las correspondientes garantías, circunstancia ésta que, a nuestro juicio, no ahonda sino en su
dudosa configuración con arreglo al Derecho europeo, pese a lo sostenido recientemente en National 
Grid Indus. 
3. CONCLUSIONES
a) El régimen de extensión de la residencia fiscal previsto en el artículo 8. 2 LIRPF constituye una
modalidad de impuesto a la emigración (trailing tax), cuya compatibilidad con el ordenamiento euro­
peo consideramos cuestionable. A nuestro juicio, debería reformularse como presunción iuris tantum, 
de modo que su configuración como cláusula antiabuso no menoscabe las libertades europeas.
b) El artículo 14.3 LIRPF no puede calificarse como impuesto de salida, pero su afinidad con aquella
figura ha motivado la sentencia condenatoria del TJUE, a raíz de la cual se ha modificado su redac­
ción –vigente desde 1 de enero de 2013–, al objeto de acomodarla al Derecho europeo.
c) Abogamos por el cambio legislativo del artículo 88.3 TRLIS que, en nuestra opinión, debería posi­
bilitar el aplazamiento automático de la deuda sin ulteriores requisitos. 
d)   El artículo 17.1.a) TRLIS no establece un impuesto de salida con carácter general y en todos los 
supuestos de cambio de residencia a otro Estado por parte de una sociedad residente en España, sino
que sólo actuará como verdadero exit tax cuando dicho traslado permita conservar a la entidad su 
personalidad jurídica, sin necesidad de liquidación y disolución. Con todo, se imponen las necesarias
modificaciones a la vista de la Sentencia del TJUE de 25 de abril de 2013 que, aunque con matices, ha 
declarado contrarias a la libertad de establecimiento las medidas alojadas en el artículo 17. 1. a) y c) 
TRLIS. 
e) El artículo 87. 4 TRLIS arbitra una medida similar al exit tax que, si bien permite aplazar el pago 
del impuesto previa constitución de las oportunas garantías, resulta discutible a la luz de los principios
y libertades fundamentales del TFUE. 
35  MARTÍN JIMÉNEZ, A., y CALDERÓN CARRERO, J. M.: “Los impuestos (...)”, ob. cit., pág. 70. 
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